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Resumen
A partir de las preguntas ¿cuáles son y cómo se presentan los mecanismos guberna-
mentales que posibilitan o inhiben el retorno?, queremos dar cuenta de las implica-
ciones derivadas de la materialización de marcos de acción de instituciones-población 
inmersas en los procesos de desplazamiento generados por el conflicto armado, a 
partir de revisión documental. Presentamos el fenómeno en el país como parte de una 
política pública enmarcada en la reparación de víctimas de desplazamiento forzado.
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Return Processes: Government Mechanisms 
to Handle Displacement

Abstract
What are the government mechanisms that facilitate or impede return processes 
and how do they function? On the basis of documentary research and in order 
to answer this question, we discuss the implications of the materialization of 
action frameworks by both institutions and the population immersed in the 
displacement processes caused by the armed conflict. We present this phenome-
non as part of a Colombian public policy aimed at the reparation of victims of 
forced displacement.

Keywords: armed conflict, displacement, institutions, return, victims, violence.

Processos de retorno: mecanismos governamentais 
para assumir o deslocamento

Resumo
A partir das perguntas: quais são e como são apresentados os mecanismos go-
vernamentais que possibilitam ou inibem o retorno?, queremos demonstrar as 
implicações derivadas da materialização de referenciais de ação das instituições 
e da população imersas nos processos de deslocamento gerados pelo conflito 
armado, a partir de uma revisão documental. Apresentamos o fenômeno no 
país como parte de uma política pública inserida na reparação de vítimas de 
deslocamento forçado.

Palavras-chave: conflito armado, deslocamento, institucionalidade, retorno, vítima, 
violência.
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Introducción
Las dinámicas de violencia en Colombia han reconfigurado de manera sis-
temática diversos territorios, razón por la cual posicionar el departamento 
del Valle del Cauca como zona receptora de población campesina de varias 
regiones del país —en distintos momentos, algunas poblaciones se han asen-
tado en estas tierras debido al desplazamiento forzado—, nos deja entrever 
que este fenómeno ha estado presente en el departamento históricamente 
y que, en consecuencia, se han tenido que desplegar diferentes mecanismos 
gubernamentales para responder a dichas coyunturas.

El planteamiento metodológico para el desarrollo del proyecto “Terri-
torio y parentesco en escenarios de retorno” consistió en una revisión do-
cumental sobre los procesos de retorno en el país. La búsqueda se centró 
inicialmente en información institucional e investigaciones académicas, lo 
que nos permitió conocer sobre el acompañamiento gubernamental dado 
a estos procesos. Igualmente, fueron consultados artículos periodísticos 
(nacionales e internacionales) y bases de datos, logrando un compendio de 
información entre el año 2012 y 2013 sobre procesos de retorno llevados a 
cabo en Colombia y que dan cuenta de la implementación de la política 
nacional sobre retornos y reubicaciones. En segundo lugar, se realizaron 
entrevistas, talleres de memoria y cartografía social con las comunidades 
que habían experimentado los procesos de retorno. De lo anterior, se deri-
van unas conclusiones con las que se pretende descentrar la importancia de 
la institucionalidad, en tanto su necesidad de homogeneizar los procesos 
a través de protocolos; dar cabida a la reflexión sobre conocimientos situa-
dos que permitan develar las particularidades que subyacen a cada proceso 
de retorno; e identificar desde allí posibilidades de las comunidades con el 
apoyo institucional para asumir sus retornos.

En ese orden de ideas, este artículo tiene énfasis en el material docu-
mental revisado, desde el cual se presentará el panorama de la violencia en 
el departamento, situando las implicaciones para los contextos de estudio. 
Posteriormente, presentamos el fenómeno del retorno en el país como parte 
de una política pública enmarcada en los procesos de reparación de vícti-
mas del conflicto armado y las características que comprendieron los pro-
cesos de retorno en los municipios de Dagua y Jamundí.

Acercamientos al conflicto armado en el Valle del Cauca
Compartimos con Bert Ruiz (2003) que la violencia en el país “no comenzó 
con la llegada de los primeros insurgentes en la década de los sesenta”, sino 
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que se remonta a la Guerra de los Mil Días en 1899, cuando se enfrenta-
ban los representantes de los partidos Liberal y Conservador, sumado a las 
disputas de tierras en las zonas cafeteras, las huelgas de los trabajadores de 
las industrias bananera y petrolera y las luchas de los arrendatarios con el 
pago de alquileres, terrajes o renta, situaciones que “hacían del campo co-
lombiano un lugar peligroso para vivir” (Ruiz 2003, 74-75). El autor evi-
denciaba la ausencia de una reforma agraria y condiciones de trabajo que 
generaron múltiples éxodos de pobladores a territorios colonizados, lo cual 
permitió la diversificación de cultivos y que la toma de tierras se convirtiera 
en una práctica generalizada.

A partir de ello, se marca la época de la Violencia1 que, según Gonzalo 
Sánchez, adquiere una dimensión conflictual en términos de persecución y 
de diáspora, cuya huida toma múltiples direcciones: “del campo a la ciudad, 
del poblado a la metrópoli, de la zona central del país a las lejanas tierras 
de colonización, de Colombia a las naciones vecinas” (1990, 17). En síntesis, 
se “modificó la estructura agraria a partir de la expropiación y compra de 
pequeñas y medianas propiedades por parte de terratenientes y empresarios 
agroindustriales” (Sánchez 1990, 17). De esta manera, el departamento del 
Valle del Cauca fue uno de los principales receptores de población migrante 
del campo a la ciudad y, paralelamente, logró altos índices de desarrollo por 
el auge de la industria azucarera que se favoreció de la mano de obra barata 
de la población migrante (Betancourt et al. 2011, 36-37).

Posteriormente, el departamento vivió la aparición de grupos insur-
gentes como las farc-ep, que en los años sesenta se ubicó en la cordillera  
central y a finales de los ochenta consolidó el Frente 30. Este grupo tuvo pre-
sencia en la cordillera occidental en la zona rural de Buenaventura, Dagua 
y Calima (pnud 2008) y durante 1997 logró avanzar desde Jamundí hasta 
Dagua y Buenaventura, con apoyo de la columna móvil Arturo Ruíz (sat 
2004). Por su parte, el m-19 se estableció en la década del ochenta y el eln 
en 1984 con el frente Luis Carlos Cárdenas en los municipios de Riofrío, El 
Dovio y Trujillo. En la década del noventa el eln se ubicó en la cordillera 
occidental en Cali y su zona periférica: Jamundí, Dagua y Suárez (Cauca) 
con los frentes Omaira Montoya y José María Becerra (Arias et al. s.f.; Cas-
tillo et al. 2010; sat 2004; Observdh 2008; pnud 2008).

1	 Concebida como la confrontación armada durante el periodo entre 1945-1965, asociada al 
sectarismo, a la dimensión político partidista (Sánchez 1990).
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No obstante, por el accionar violento de grupos armados legales e ilega-
les entre 1963 y 1982 se registraron diversas manifestaciones de organización 
social en el Valle del Cauca. Se lideraron tomas de tierras por parte de la 
Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (anuc), el Instituto Mayor 
Campesino (imca) y la Federación Agraria Nacional (Fanal); por su parte, los 
ingenios azucareros vivieron huelgas, tomas y marchas significativas. Estas 
movilizaciones nos muestran un periodo de constantes luchas por la tierra. 
Sin embargo, el 2 de diciembre de 1981, cuando se anunció la creación del 
grupo “Muerte a Secuestradores” (mas), patrocinado por narcotraficantes 
en retaliación por las acciones del M-19, marca el despliegue de grupos de 
justicia privada por todo el país (Betancourt et al. 2011).

De esta forma, el fenómeno del narcotráfico se considera como otro de 
los aspectos que incide en el panorama del conflicto en el Valle del Cauca 
y logra consolidarse en la región a partir de “obras de beneficencia, provi-
sión de empleos, prestación de favores, construcción de obras veredales e 
instalación de servicios públicos, lo que les permitió garantizar la amplia-
ción de sus bases sociales” (Betancourt et al. 2011, 43). Su estrategia fue la 
posesión de grandes extensiones de tierras donde pudieran controlar y do-
minar el cultivo, la producción y la comercialización de cocaína. Las accio-
nes de los grupos de seguridad de narcotraficantes se dieron en alianza con 
organismos de seguridad del Estado, debido a móviles contrainsurgentes y 
de “limpieza social”. Su ubicación en la cordillera occidental contribuyó al 
control del corredor estratégico de comunicación con el centro, norte, pa-
cífico y áreas metropolitanas (Betancourt et al. 2011).

A finales de la década del noventa se gesta el paramilitarismo en el de-
partamento con la aparición del Bloque Calima, apoyado por las nuevas 
élites del narcotráfico, antiguos militares y empresarios rurales. Este grupo 
irrumpe en el Valle del Cauca no solo —como algunos señalan—  desde 
una labor contrainsurgente, sino como respuesta a una estrategia de posi-
cionamiento de dichas élites en razón de garantizar fuentes de financiación 
legales e ilegales (Betancourt et al. 2011; Castillo et al. 2010; sat 2004; Ob-
servdh 2008; Salazar, Castillo y Pinzón s.f.). El accionar paramilitar en la 
región se dirigió de manera generalizada hacia la población civil. La etapa 
más intensa de guerra se dio entre el 2000 y el 2001, sobre todo en el sur 
del Valle y alrededor del municipio de Buenaventura (sat 2004; Salazar  
et al. s.f.), fechas en las cuales se dio el desplazamiento forzado y posterior 
retorno de las comunidades de Dagua y Jamundí.
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Alonso Tobón citando a Kalyvas y Arjona define el paramilitarismo 
como: “grupos armados que están directa o indirectamente relacionados con 
el Estado y sus agentes locales, conformados por el Estado o tolerados por  
éste, pero que se encuentran por fuera de su estructura formal” (2012, 3). 
Por tanto, su origen obedece a dinámicas de construcción del Estado y la 
creación de órdenes sociales particulares, en tanto que cuentan con dos va-
riables: “nivel de amenaza y nivel de recursos a disposición del Estado para 
hacerle frente” (Tobón 2012, 3), cuya combinación hace posible la natura-
leza irregular de la guerra y, en consecuencia, más difícil de combatirla por 
vías formales del Estado.

En particular, los municipios de Dagua y Jamundí se vieron afectados 
por ser lugares geoestratégicos para los diferentes actores armados. Según 
datos suministrados durante el trabajo de campo, la primera guerrilla que 
entró al corregimiento La Meseta (Jamundí) fue la de las farc-ep, aunque 
también estuvieron presentes grupos como el m-19 y el eln. Según sus rela-
tos, aprendieron a convivir y a sobrellevar episodios de violencia, unos más 
fuertes que otros. Por su parte, en las veredas Sendo y Machado (Dagua), 
los pobladores también manifestaron que la guerrilla —sin mencionar un 
grupo en especial—  permanecía en la zona, pero no se metían con ellos: 

“Sí, normal todo, y cuando ellos estaban, andaban por ahí, ellos no hacían 
nada”, “Uno siempre se los encontraba por ahí” (población de Machado 2012).

Durante los años 1998 y 2006, Dagua y Jamundí se ubicaron entre los 
municipios con cifras más altas de homicidios y de desplazamiento forzado 
en el departamento; además, fueron categorizados como zonas con priori-
dad de atención por considerarse de alto riesgo (ogpc 2007a). Según datos 
de la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento —en 
adelante, codhes— , entre los años 1999 y 2010, ambos municipios tenían 
el mayor número de personas desplazadas en el departamento, ocupando el 
cuarto y séptimo lugar, respectivamente (codhes 2009, 2010).

Desde el Sistema de Información de Violencia Política en Línea (SIVeL) 
del banco de datos de Derechos Humanos y Violencia Política del Centro 
de Investigación y Educación Popular —en adelante, cinep—  entre los 
años 2001 y 2005 se registraron en Dagua 17 eventos violentos: amenazas, 
detenciones arbitrarias, tortura, secuestro y asesinato por persecución po-
lítica, desplazamiento masivo colectivo campesino y ataque a la base de 
comunicaciones Cerro Tokio de la Infantería de Marina. Las zonas más 
afectadas fueron El Queremal, así como las veredas El Placer, Machado y 
Juntas. Por su parte, en Jamundí se registraron 7 eventos —amenaza, se-
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cuestro, desaparición, detenciones arbitrarias, tortura, asesinato, desplaza-
miento masivo y combates entre Autodefensas Unidas de Colombia (auc), 
farc-ep y eln— en el 2002, que afectaron directamente a la población ci-
vil de los corregimientos Villa Colombia, Paso de la Bolsa, Liberia y San 
Antonio (Cinep 2019).

Ahora bien, entre los años 2012 y 2018, las cifras sobre desplazamiento 
forzado que se registran en la base de datos del SIVeL del cinep (2019) para 
el Valle del Cauca, con corte a junio 30 de 2018, dan cuenta de que per-
siste el fenómeno en el departamento, pero enfocado en los municipios de 
Buenaventura (25 casos), Pradera (2 casos) y Cartago (1 caso). De acuerdo 
con lo anterior, puede verse cómo se ha configurado el conflicto armado de 
manera histórica en el territorio y cómo ha sido transversalizado por una 
serie de hechos violentos que han afectado, sobre todo, a las familias asen-
tadas en el área rural, tal como también lo registra la Unidad de Victimas 
en razón del desplazamiento forzado y el abandono o despojo forzado de 
tierras, entre otros hechos victimizantes (figura 1).
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Figura 1. Personas afectadas por año. Víctimas 
reconocidas por Sentencia c280 y Auto 119 de 2013.

Fuente: Unidad de Victimas 2018.

Panorama normativo del retorno
A partir de la Ley 387 de 1997 se reconoce en Colombia a la población en 
situación de desplazamiento forzado por la violencia. Asimismo, se esta-
blecen los principios y derechos de esta población, los deberes del Estado y 
se desarrollan los contenidos de la política pública en materia de atención, 
protección y prevención. Luego de esta normativa se han desplegado una se-
rie de cambios normativos y bases jurisprudenciales desde el orden nacional 
tales como los Decretos 1165 de 1997 (Departamento Administrativo de la 
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Presidencia de la República 1997), 173 de 1998 (Ministerio del Interior 1998), 
2569 de 2000 (Presidencia de la República 2000), 951 y 2007 de 2001 (Pre-
sidencia de la República 2001), 250 de 2005 (Presidencia de la República 
2005), 1997 de 2009 (Ministro del Interior y de Justicia 2009); y las Senten-
cias su-1150 de 2000, t-327 de 20012, c-372 de 20023 y t-602 de 20034 (Corte 
Constitucional 2000, 2001, 2002, 2003). Dicha jurisprudencia sustenta la 
responsabilidad del Estado en la garantía de derechos, en tanto la preven-
ción, atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica 
de las personas en situación de desplazamiento, en términos de integrali-
dad y con enfoque diferencial (Caicedo et al. 2006).

Para el 2004, la Corte Constitucional, a través de la Sentencia t-025, de-
claró el Estado de Cosas Inconstitucional (eci) por la violación masiva de 
múltiples derechos de la población desplazada. De igual forma, estableció 
que las autoridades están obligadas en el tema de retornos y reubicaciones 
a no aplicar medidas de coerción y no impedir que la población retorne o 
se reubique; abstenerse de promover retornos que impliquen riesgo para las 
personas desplazadas; proveer información sobre condiciones de seguridad, 
apoyo y asistencia socioeconómica necesaria para el retorno de tal modo 
que quienes regresen o se reubiquen puedan generar ingresos y garantizar 
su subsistencia.

Por su parte, con la Ley 1448 de 2011 (Congreso de la República 2011), 
los procesos de retorno, reubicación y la restitución de bienes inmuebles se  
contemplan como medidas de reparación. En su artículo 28, numeral 8,  
se establece el retorno como uno de los derechos de las víctimas y su ca-
rácter reparador en el artículo 66 y 70. Con esta Ley se recogen postulados 
de la Ley 387 de 1997 y se otorga un reconocimiento más amplio a las per-
sonas víctimas del conflicto armado, desde donde se formulan nuevas dis-
posiciones para su atención con miras a la reparación integral (rehabilita-
ción, restitución, indemnización, satisfacción y garantías de no repetición).

Pese a dicho contexto normativo que contempla nuestro país, persiste 
un gran vacío entre la realidad fáctica y el ámbito del derecho. Tal como lo 
expresa el Auto 383 de 2010 (Corte Constitucional 2010)5, los procesos de 

2	 Reglamenta el acceso a las ayudas contempladas (ayuda inmediata, atención humanitaria de 
emergencia y programas de retorno, reasentamiento o reubicación).

3	 Plantea el derecho de retorno de la población desplazada con un enfoque de estabilización 
socioeconómica y reparación integral del daño.

4	 Establece que la atención a la población debe ser integral.
5	 Evalúa los informes de los entes territoriales y del Gobierno nacional en razón del Auto 314 

de 2009, que busca identificar las problemáticas que enfrentan estas entidades en términos de 
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retorno y reubicación aún no cumplen con las condiciones de voluntarie-
dad, seguridad y dignidad. Dicho documento, recoge lo estipulado en los 
Autos 176 de 20056, 177 de 20057, 218 de 20068, 266 de 20069, 334 de 200610, 
233 de 200711 y 116 de 200812 (Corte Constitucional 2005a, 2005b, 2006a, 
2006b, 2006c, 2007, 2008), los cuales promulgan las falencias que desde 
los entes gubernamentales se presentan en cuanto al incumplimiento en las 
tareas de coordinación y creación de estrategias interinstitucionales, falta 
de compromiso en términos presupuestales, insuficiencia de indicadores e 
instrumentos de control y seguimiento en materia de política pública para 
la atención a la población desplazada.

Escenarios gubernamentales y procesos de retorno
En cuanto a las consideraciones que desde instancias gubernamentales se 
señalan para la atención y acompañamiento de un retorno o reubicación 
están: a) la construcción de un Plan de Retorno con las comunidades y las 
entidades adscritas al Sistema Nacional de Atención Integral a Población 
Desplazada —en adelante, snaipd—, en el marco de los Comités Munici-
pales y Departamentales de Atención Integral a Población Desplazada, así 
como de las mesas territoriales de estabilización socioeconómica (Defen-
soría 2012; Acción Social 2009); b) el compromiso de entidades competen-
tes; c) cronograma de cumplimiento; y d) presupuesto (Defensoría 2012, 3). 
Las respectivas intervenciones deben contemplar los siguientes elementos:

la capacidad institucional, disponibilidad de recursos, coordinación y existencia de políticas 
públicas articuladas de atención a población desplazada que respondan a las necesidades y 
posibilidades locales.

6	 Ordena a las entidades territoriales realizar esfuerzos presupuestales para la implementación 
de programas de atención a la población desplazada.

7	 Ordena al Ministerio Público diseñar e implementar una estrategia de promoción y coordina-
ción de esfuerzos nacionales y territoriales para que asuman mayor compromiso presupuestal 
y administrativo para la atención a la población desplazada.

8	 Ordena reorientar políticas de coordinación nacional y territorial para el goce de derechos de 
la población desplazada.

9	 A raíz de la ausencia de la estrategia de coordinación nación-territorios, se ordena a los órganos 
de control, organismos internacionales y sociedad civil la realización de un seguimiento y 
readecuación a la política según los parámetros constitucionales.

10	 Ordena analizar el cumplimiento de los Autos 177 de 2005, 218 de 2006 y 266 de 2006 y la 
Sentencia t-025 de 2004 en materia de desplazamiento forzado interno y remitir información 
al Juzgado 5o Civil del Circuito de Bogotá para dar apertura de incidente de desacato.

11	 Promulga que el Gobierno no presentó indicadores para medir la coordinación entre entidades 
nacionales y territoriales encargadas de la atención a la población desplazada. 

12	 Señala la insuficiencia de indicadores de coordinación presentados por el Gobierno.
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Habitabilidad, tierras, salud, educación y uso del tiempo libre; vías y 
comunicaciones, acceso de la población al aparato judicial, servicios pú-
blicos básicos, seguridad alimentaria, ingresos y trabajo, acompañamiento 
humanitario, programas dirigidos a niños, niñas y adolescentes; adultos 
mayores, mujeres y población discapacitada, Organización social y aten-
ción psicosocial. (Acción Social 2009, 30) 

Desde el orden nacional, el retorno se contempló como una política de 
gobierno del expresidente Álvaro Uribe Vélez, cuya meta comprendía que, 
a finales del 2006, por lo menos 150 000 colombianos desplazados regre-
saran a sus lugares de origen. En el período 2000-2002, un total de 71 056 
personas retornaron, evidenciando una tendencia dramática de descenso en 
el retorno, que baja de un 37 % en el 2000 al 11 % en el 2002 y al 2 % en el 
primer semestre del 2003 (Arias et al. s.f.). En el 2010 el retorno hizo parte 
de uno de los seis megaproyectos de Acción Social bajo la iniciativa “Re-
tornar es vivir”, contemplada a partir de la Política de Defensa y Seguridad 
Democrática y al Plan Nacional de Consolidación (Acción Social 2009). 
En lo que refiere al Gobierno del expresidente Juan Manuel Santos, tam-
bién se incluía el tema del retorno en su plan de desarrollo, con el ánimo 
de superar el desplazamiento forzado, consolidar los retornos ya existentes 
y lograr al menos un millón de personas retornadas o doscientos mil hoga-
res retornados o reubicados (Garzón 2011a).

En concordancia con dichas políticas gubernamentales, se promueve 
una serie de procesos de retorno de población víctima de desplazamiento 
en diferentes zonas del territorio colombiano, los cuales comprenden enor-
mes retos tanto para las entidades gubernamentales como para las familias 
que retornan. Estos retornos se pueden presentar de manera individual, 
familiar y masiva, cuando quienes retornan a su lugar de origen son 10 
familias o más de 50 personas; intradepartamental, cuando ocurren den-
tro de un mismo departamento; interdepartamental, cuando ocurren de 
un departamento a otro; sin acompañamiento institucional o espontáneo, 
cuando el individuo, la familia o el grupo toman la decisión libre y unila-
teral frente al regreso, sin dar cuenta de ello a ninguna institución; y con 
acompañamiento institucional o concertado, cuando el Comité Munici-
pal o Departamental conoce o identifica alguna iniciativa o proceso de 
retorno y procede (Becerra 2004).

El retorno a nivel del Valle del Cauca es concebido como “un proceso 
en el cual las personas, familias y/o grupos Desplazados, regresan volun-
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tariamente al lugar del que han sido obligados a salir por causa del con-
flicto armado” (Becerra 2004, 6). De acuerdo con lo expuesto por la autora, 
cualquier iniciativa de retorno debe contener: a) condiciones de seguridad 
para concretar el proceso, para ello, las Fuerzas Militares dan un parte 
sin novedad con relación al orden público en la zona de retorno; b) una  
plataforma humanitaria con la concreción de voluntades desde las dife-
rentes partes involucradas en el conflicto; y c) disponer de todas las arti-
culaciones necesarias para el restablecimiento de la comunidad a retornar:

Firma del Acta de Voluntariedad [firmada por quien retorna], firma del 
Acta de Retorno [las Instituciones y Comunidad firman los compromisos 
en torno al cumplimiento del Plan de Acompañamiento], construcción 
del Plan de Acompañamiento, convocar y sumar al Proceso todas las Ins-
tituciones Gubernamentales y Organismos de Cooperación Nacional e 
Internacional para que a partir del Plan de Acompañamiento construido 
inviertan en la zona. (Becerra 2004, 14) 

En ese sentido, los protocolos contemplados identifican e instan a com-
promisos básicos en relación con la garantía de derechos de la población 
afectada por el conflicto. Sin embargo, como se enunciaba anteriormente, 
distan de las realidades de las comunidades que retornan. Se habla, enton-
ces, de un volver al lugar de origen que implica no solo el regreso sino una 
reconstrucción y resignificación del territorio (Lippman y Rogge 2005): 

“volver al territorio significa por lo menos tres cosas: enfrentarse con los 
fantasmas de la violencia; reconstruir el tejido social y la vida cotidiana e 
inscribirse en circuitos económicos e instituciones que determinan, produ-
cen, el territorio” (Garzón 2011b, 89).

Según el informe del coordinador de la Unidad de Protección de Acnur 
en Colombia, “a finales del 2008, el Gobierno calculó que cerca de 176 000 
personas [unos 40 000 hogares] habían regresado a sus lugares de origen 
escoltadas por las fuerzas del orden” (Celis 2009), lo cual evidencia el cum-
plimiento frente a una política de retorno en el país. Sin embargo, faltan 
evidencias frente al impacto de esta en las respectivas comunidades, so-
bre todo en lo que tiene que ver con reparación y garantía de sus derechos 
fundamentales. Al respecto, el autor señala la pertinencia de la respuesta 
institucional al dar prioridad a la consolidación de 25 procesos de retorno  
(35 000 personas aproximadamente), puesto que se basa en la evaluación 
de los procesos de retorno ya efectuados.
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Entre los procesos más destacados por su registro documental encon-
tramos los retornos llevados a cabo en la región de los Montes de María en 
los departamentos de Bolívar y Sucre de las comunidades de Macayepo, El 
Salado y Chengue (2004); los retornos voluntarios de los territorios colec-
tivos en la Finca La Europa del municipio de Ovejas (Sucre) en el 2010; los 
retornos de las familias de Mampuján, María la Baja, Bolívar (2012-2013); 
el retorno de la comunidad de la vereda Pitalito en el departamento del 
Cesar en mayo de 2013, quienes se habían desplazado desde el 24 de junio 
de 2010; la intención de retorno de la comunidad indígena wayúu de Bahía 
Portete (La Guajira), que luego de la masacre del 18 de abril de 2004 fue 
desplazada a Maracaibo (Venezuela), de la comunidad de San Cayetano 
(Cundinamarca) y Brisas (Bolívar).

De otro lado, los retornos en el oriente antioqueño, principalmente en 
los municipios de San Carlos (2007-2013) y Granada (2010), corresponden 
a las zonas de embalse, aunque también habían sido afectados por el con-
flicto y el desplazamiento forzado los municipios: El Peñol, Concepción, 
Alejandría, Cocorná, San Rafael, Santuario, San Francisco, San Luis y Son-
són (Comisión Internacional de Verificación 2012).

Asimismo, el retorno de 11 familias en mayo de 2013 al sector del Cañón, 
del barrio La Loma, corregimiento San Cristóbal del municipio de Mede-
llín; el retorno de las familias de Bojayá en septiembre de 2002, luego de 
la explosión del cilindro bomba en la iglesia católica del lugar; los retornos 
de las comunidades de las cuencas de Curvaradó, Jiguamiandó, Cacarica, 
Peguita y Mancilla, entre marzo y octubre de 2012, zonas del Bajo Atrato 
del municipio de Carmen del Darién (Chocó), que fueron ordenados por 
la Corte Constitucional el 18 de mayo de 2010.

También, deben señalarse las experiencias de personas desplazadas que 
regresaron a sus lugares de origen sin condiciones de seguridad ni materia-
les y bajo su propia cuenta, es decir, el acompañamiento institucional fue 
insuficiente o nulo. Es el caso de los retornos de La Esperanza, Caño Claro 
e Iguanitos en Arauca; Santa Cruz, Sánchez, Córdoba, Policarpa, Olaya 
Herrera, Ipiales, El Charco, Puerres y Tumaco en Nariño; y Puerto Saldaña, 
Río Blanco, Santiago Pérez, Canoas-Ataco y Monte Frío-Natagaima en el 
departamento del Tolima. Por otro lado, en los retornos a Saravena (Arauca) 
y a la vereda Chimbicito (Nariño) se dieron casos de personas asesinadas 
por grupos al margen de la ley.

Ahora bien, otros procesos de retorno realizados fueron por las recla-
maciones de restitución de tierras de las comunidades desplazadas entre el 
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2001 y 2002 de la vereda La Castellana del municipio de Villagarzón, la 
vereda La Esmeralda del municipio Valle del Guamuez y el resguardo Inga 
y Kamentsá de Condagua, en el Putumayo, así como en el departamento 
del Tolima. Situación que también vivieron las comunidades La Piña y La 
Frontera de la Zona de Reserva Campesina (zrc) del corregimiento Perla 
Amazónica, desplazadas en abril del 2013; sin embargo, el retorno que es-
taba proyectado para el 25 de junio del mismo año no se pudo realizar por 
falta de garantías de seguridad en la zona.

Cabe mencionar, que la dificultad en materia de seguridad para llevar 
a cabo los retornos es compleja y también se replica en otros lugares, tales 
como el Alto Andágueda en el municipio de Bagadó (Chocó), donde se es-
peraba el retorno de 900 indígenas emberas chamí y katios en el 2012, y los 
bombardeos en la zona no lo permitieron. Otro grupo de estos indígenas 

—entre 362 y 600, según diversas fuentes—  que se encontraban en situa-
ción de desplazamiento en Bogotá sí lograron retornar a los municipios de  
Pueblo Rico y Mistrató (Risaralda) en el 2012. Por su parte, un grupo  
de 42 hogares emberas katíos que se encontraban desplazados en Cali desde 
el 2012 retornaron a Pueblo Rico (Risaralda) el 5 de mayo de 2015.

Los procesos de retorno realizados entre el 2011 y el 2013 correspondie-
ron a la estrategia gubernamental de formalización de títulos de tierras 
proyectada en las regiones del Magdalena, Bolívar, Córdoba, Urabá, en el 
bajo Cauca Antioqueño, en Nariño y en Putumayo, al igual que en el de-
partamento del Meta (Valero 2013).

En lo que respecta al suroccidente colombiano, los retornos más repre-
sentativos se llevaron a cabo en el corregimiento La Meseta el 22 de mayo 
de 200113; veredas Sendo y Machado el 28 septiembre de 200114; veredas El 
Pital y El Tigre en el 2002; Bajo Calima, Sabaletas, Anchicayá y las comu-
nidades del río Raposo del municipio de Buenaventura en el 2003; el retorno 
de 27 familias del corregimiento San Isidro del municipio de Pradera el 26 
de mayo de 2011; 52 familias campesinas del municipio de Tuluá el 13 de 
junio de 2001; y familias campesinas de la zona de Tenerife de los munici-
pios de Palmira y Cerrito en el Valle del Cauca entre el 13 y 28 de junio de 
2001, respectivamente. En la región del Naya que cobija los municipios de 
López de Micay, Suárez y Buenos Aires en el departamento del Cauca, se 

13	 Del municipio de Jamundí, caso estudiado en el proyecto de investigación del que se deriva 
este artículo.

14	 Del municipio de Dagua, casos estudiados en el proyecto de investigación del que se deriva 
este artículo.
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presentó, en julio 18 de 2001, el retorno de 100 de los 402 desplazados de los  
ríos Naya y Yurumanguí; así mismo, se han dado varios intentos desde esa 
fecha hasta la actualidad. Posteriormente, se logró por iniciativa propia el 
asentamiento de la comunidad indígena en la finca La Laguna del munici-
pio de Timbío, en 2006; luego, mediante tutela, se consiguió la adjudica-
ción de dicho territorio para la reubicación de 300 familias en el resguardo 
que denominaron Kitek Kiwe que significa “Tierra Floreciente”, en el 2009; 
y en febrero de 2012 se llevó a cabo el retorno de las familias del corregi-
miento El Palo en Caloto (Cauca).

En concordancia con los retos actuales que contempla la respuesta ins-
titucional sobre el retorno en el país, la restitución de la propiedad y ac-
ceso a la tierra, la coordinación del equipo de reparación de la Unidad de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas (uariv) señala que se están 
construyendo protocolos para la aplicación de rutas de reparación y que se 
busca la formalización de los procesos de retorno adelantados en el depar-
tamento. De esta manera, se han priorizado en la actualidad los municipios 
de: Buenaventura, Dagua, Pradera y Florida. Los dos primeros debido a 
la magnitud del desplazamiento y el interés político de generar mayor im-
pacto respecto al nivel de atención. Con respecto a los municipios de Pra-
dera y Florida, la priorización se da porque hacen parte de los Centros de 
Coordinación y Atención Integral (ccai) que responden al Plan Nacional 
de Consolidación Territorial. Las acciones de reparación se centran en el 
Corregimiento n.° 8 de Buenaventura y la antigua carretera al mar que cu-
bre la zona del municipio de Dagua, donde se han realizado trabajos de 
campo en aras de verificar censos anteriores y actualizar el diagnóstico  
de necesidades con la participación de la comunidad; dicho diagnóstico 
ha encontrado que la cifra de 250 familias registradas como desplazadas en 
2008 se incrementó a 450 familias.

Finalmente, como se mencionaba antes, las cifras y fechas sobre el retorno 
en el departamento no están unificadas. Desde el Observatorio para la Paz 
de la Oficina Gestión de Paz y Convivencia de la Gobernación del Valle del  
Cauca —en adelante, ogpc—, se han elaborado al menos tres versiones 
del acompañamiento institucional entre 1999 y 200715, y los datos revisados 
son distintos en uno y otro informe. Se evidencia así lo promulgado por la 
Corte Constitucional en el Auto 383 de 2010, dada la incertidumbre sobre el 

15	 Según datos tomados del documento de sistematización de Becerra (2004), se registran 26 
procesos de retorno; desde la Revista de Paz y Convivencia (ogpc 2006) la cifra es de 27 y en 
el Atlas de Paz y Convivencia (2007a) son 38.



revista Trabajo Social vol. 21 n.˚ 2, jul-dic 2019, issn (impreso): 0123-4986, issn (en línea): 2256-5493, bogotá · 141-166 

155

Procesos de retorno: mecanismos gubernamentales para asumir el desplazamiento

número de personas retornadas y atendidas en los procesos de retorno con 
acompañamiento institucional, así como el cuestionamiento dado frente a 
las cifras oficiales presentadas en dichos informes.

Consideraciones temáticas y teóricas sobre el retorno
De acuerdo con este compendio de experiencias de retorno en nuestro país, 
y según lo planteado por Garay et al. (2008), se reflejan pocas intenciones de 
retorno o reubicación por parte de los grupos familiares inscritos en el Re-
gistro Único de Población Desplazada —en adelante, rupd—. Su estudio 
se basa en los resultados de la Encuesta Nacional de Verificación de 2007. 
A continuación, se presentan algunas cifras que así lo sustentan: el 76.4 % 
prefiere permanecer en el sitio de asentamiento; el 11.2 % no tiene claridad 
sobre la decisión; el 6.7 % prefiere reubicación en otro municipio; el 3.1 % 
regresar al sitio de origen; y el 2.7 % decide salir del país (Garay et al. 2008).

Con relación a las motivaciones que impiden el retorno se encuentran: 
la persistencia de las causas del desplazamiento (69.2 %) y la estabilización 
económica en el lugar de refugio (16.4 %). Sin embargo, cuando se presenta 
inestabilidad económica, esta es la mayor motivación para abandonar el si-
tio de refugio con un 53.3 %, seguido de: inseguridad (15.6 %), preferencia 
por la ubicación anterior (6.9 %), ausencia de ayuda estatal (6.6 %), moti-
vaciones de orden familiar (5.4 %), sentimiento de discriminación y otros 
(12.3 %) (Garay et al. 2008).

De acuerdo con los componentes de las medidas de reparación16, se es-
tima que el 82.8 % de los grupos familiares incluidos en el rupd no tiene 
conocimiento del derecho a la reparación. Un 1.2 % considera que las ayudas 
recibidas los ha reparado de manera integral, el 18.1 % que los ha reparado 
parcialmente y el restante 80 % en nada. Asimismo, frente a las reclamacio-
nes judiciales de la reparación del daño sufrido por el desplazamiento, un 
23.2 % han acudido a dichas instancias, mientras que el 76.8 % no han acu-
dido. Un 73.4 % dejaron tierras abandonadas en su lugar de origen, aunque 
solo el 7.3 % de estos han solicitado protección para ellas. De estos últimos, 

16	 Indemnización monetaria de los daños y perjuicios materiales; garantía de retorno al lugar de 
origen; devolución de los bienes perdidos con motivo del delito del que fue víctima; atención 
psicológica y médica; asistencia jurídica y social; investigación y sanción a los responsables 
del crimen del que fue víctima; conocer la verdad sobre el crimen cometido; búsqueda de 
las personas desaparecidas y los restos de sus muertos; que los responsables del crimen pidan 
disculpas; que se hagan homenajes o se construyan monumentos en homenaje a las víctimas 
del delito (Garay et al. 2008, 79).
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el 74.6 % era propietario (incluida la propiedad colectiva), el 12.2 % era po-
seedor y el 2.1 % ocupante de baldío (Garay et al. 2008).

El retorno de familias en el corregimiento La Meseta se realizó el 22 de 
mayo de 2001, y en las veredas Sendo y Machado el 28 de septiembre del 
mismo año. Ambas experiencias tuvieron un tiempo relativamente corto de 
permanencia en los lugares de albergue —alrededor de un mes—, puesto 
que las familias no lograron adaptarse al lugar de recepción. Situación que 
Ana María Ibáñez (2009) retoma como uno de los factores para que los re-
tornos puedan darse. A mayor relación de asimilación del lugar de recepción, 
menos son los deseos de retornar. Por el contrario, si hay menos asimilación 
al lugar de recepción, mayores son los deseos de retornar.

Otra motivación para el retorno de estas familias puede entreverse en los 
casos de quienes no se quedaron en el albergue ni denunciaron los hechos 
violentos por el temor a represalias de los actores armados, aunque tam-
bién por el desconocimiento respecto a sus derechos y, en su defecto, por la 
falta de mecanismos y garantías por parte del Estado para que las personas 
los conozcan y exijan su restitución. No acceder a las rutas de atención del  
Estado y vivir en lugares donde no pueden resolver sus derechos fundamen-
tales les llevan a pensar en el retorno como salida, por eso una vez se ente-
raron del regreso de sus vecinos volvieron a sus viviendas.

Al respecto, Martha Nubia Bello (2005) manifiesta que los procesos de 
retorno son más el resultado del cansancio de las comunidades y no de una 
planeación bajo los principios de voluntariedad, dignidad y seguridad; por 
ende, la satisfacción de necesidades básicas queda en manos de entidades 
sociales. Esto implica que el retorno no se aborda en términos de desarro-
llo social, política agraria ni de Estado Social de Derecho, en la medida 
que reduce los procesos de restablecimiento a proyectos de generación de 
ingresos o productivos, dejando de lado necesidades que garanticen la es-
tabilidad espacial y el arraigo, lo cual demuestra una respuesta institucio-
nal estandarizada que no se ocupa de las particularidades poblacionales y 
etarias que contempla un enfoque diferencial.

Si bien, los retornos dados en Dagua y Jamundí estuvieron en el marco 
de la aplicación de una política de gobierno, no se realizó un seguimiento 
a las familias con relación a su seguridad en la zona y a la reconstrucción 
de sus proyectos de vida. Contrario al caso que analiza Abilio Peña (2004) 
sobre la comunidad de Cacarica (Chocó), como ejemplo de proceso de  
resistencia a la lógica del desplazamiento y la expresión de propuestas de re-
torno o reubicaciones dignas, en tanto que la reconstrucción de proyectos 
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de vida ha de alimentarse por una espiritualidad. En ese sentido, las inter-
venciones sociales en procesos de retorno han de considerarse más allá de 
la entrega de recursos económicos o en especie, sino en su restablecimiento 
social, político y económico.

A partir de lo promulgado por la Corte Constitucional (2010) y lo plan-
teado por Caicedo et al. (2006) sobre las falencias que presentan los procesos 
de retorno en el país17, es preciso mencionar que las respuestas institucio-
nales procuran la aplicación de programas asistenciales dirigidos a resolver 
la inmediatez, puesto que la estabilización socioeconómica queda relegada, 
incluso, de la política pública (Ibáñez 2009; Jaramillo 2007; pnud 2011). 
Además, desde el trabajo realizado en la colección Desplazamiento y retorno, 
balance de una política (Caicedo et al. 2006), se evidencia cómo las pers-
pectivas étnicas y culturales permiten distintas miradas frente al retorno 
y, por ende, distintas maneras de abordarlo; de allí que se plantee emplear 
una perspectiva integral de los derechos humanos.

Otra de las consideraciones sobre el retorno se recoge del documento Más 
allá del desplazamiento. Políticas, derechos y superación del desplazamiento 
forzado en Colombia, coordinado por César Rodríguez Garavito (2010) y 
que presenta la visión de varios expertos en el tema del desplazamiento for-
zado, el retorno, la legislación y normatividad existente en el país. Entre 
los principales hallazgos se encuentra: en primer lugar, la imprecisión en 
cuanto a la información de los censos de población desplazada y, por tanto, 
la dificultad tanto en la caracterización de esta y su totalización, situación 
que se hizo evidente en La Meseta, donde el registro de la población des-
plazada no da cuenta de la realidad de las familias que se movilizaron y 
retornaron en el 2001. En segundo lugar, el documento hace un llamado 
para tener en cuenta la aplicación del Derecho Internacional Humanitario 
(dih) y contemplar las dinámicas que provocaron el desplazamiento inicial 
para realizar los retornos bajo el principio de seguridad; además, señala que 

17	 Falta de atención en los lugares de recepción que obliga a las personas afectadas por el conflicto 
a retornar sin garantías; incertidumbre respecto al número de personas retornadas; presencia 
de la fuerza pública en los lugares de retorno que pone en peligro a la población que quiere 
retornar o reubicarse; acompañamiento institucional nulo o insuficiente; desconocimiento de 
las autoridades locales frente a las responsabilidades y articulaciones necesarias para responder 
a los procesos de retorno o reubicación; falta de seguimiento y de indicadores para medir el 
goce efectivo de derechos de las personas retornadas; presupuesto insuficiente para apoyar los 
procesos de retorno o reubicación y la ausencia de un enfoque diferencial para dichos procesos 
(Caicedo et al. 2006; Corte Constitucional 2010).
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debe realizarse acompañado de programas de restitución de tierras que ga-
ranticen a la población retornada el desarrollo de actividades productivas.

Igualmente, el artículo de María Angélica Garzón Martínez (2011a), que 
presenta la revisión de literatura dedicada al tema de retorno de población 
en situación de desplazamiento, resulta importante en cuanto al énfasis so-
bre el abordaje de perspectivas históricas, comparadas y culturales de los 
procesos de retorno puntuales, pues evidencia que es escasa la bibliografía 
sobre el tema y que se hace necesario realizar estudios e intervenciones que 
contemplen un acercamiento desde otras perspectivas, como la memoria 
colectiva y la ciudadanía. De este artículo se destaca, para nuestro estudio, 
el libro de Gardeazábal, Restrepo y Castro (2004), El repoblamiento de la 
montaña tulueña, que Garzón (2011a) menciona en sus hallazgos, por cuanto 
narra el constante proceso de desplazamiento-retorno que se da en el de-
partamento del Valle del Cauca, especialmente en el municipio de Tuluá.

Asimismo, resulta importante el rastreo de literatura18 que la autora rea-
liza y clasifica en cuatro temáticas, según la diversidad de documentos y 
autores encontrados en su trabajo de tesis doctoral:

La primera son informes institucionales y documentos de trabajo que 
se interesan por ubicar obstáculos y posibilidades para que los procesos de 
retorno se materialicen. El retorno se evidencia como un proceso social y 
cultural que requiere no solo estabilización socioeconómica, sino un pro-
ceso de organización social y política que permita rehacer lazos de confianza 
y solidaridad entre la población que retorna. El principal obstáculo que la 
autora encontró en esta literatura es el contexto de conflicto armado en el 
que se dan los procesos de retorno cuando no se realizan en momentos de 
posconflicto. Concluye que la violencia, el terror y la amenaza de un nuevo 
desplazamiento se erigen en condiciones que imposibilitan la consolidación 
de los procesos de retorno e incluso su planificación y desarrollo (Beristain 
y Acnur s.f.; Álvarez, Restrepo y Castro 2004; Lima y Reed 2000; citados 
por Garzón 2011a).

La segunda corresponde a las descripciones de procesos de retorno en 
la que se exponen desde miradas cualitativas las diversas implicaciones que 
tiene el retornar para las víctimas del desplazamiento. Para la autora, estos 
estudios se dirigen directamente a la población retornada y evidencian con-
diciones materiales, jurídicas y simbólicas que deben afrontar estas pobla-

18	 Cabe anotar que la literatura que la autora referencia en las cuatro temáticas no toda fue 
consultada por este equipo investigador; se distingue de la consultada por nosotros, porque 
la fecha de accedido es anterior al año 2012.



revista Trabajo Social vol. 21 n.˚ 2, jul-dic 2019, issn (impreso): 0123-4986, issn (en línea): 2256-5493, bogotá · 141-166 

159

Procesos de retorno: mecanismos gubernamentales para asumir el desplazamiento

ciones al volver. Para ella, son las narraciones de quienes viven el retorno lo 
que resulta relevante en esta literatura, y se ve no solo en términos de cifras 
o las políticas asociadas, sino desde su vivencia misma (Casasfranco 1999; 
De Waal 1984; Forced Migrations Review; Giammatteo 2010; Hernández 
2010; Hovey 2000; Rojas y Sánchez 2000; Saiz Peñaranda 2001; Stein 1997; 
citados por Garzón 2011a).

La tercera son estudios diagnósticos o evaluativos que se preguntan por 
las condiciones en las que deben darse los retornos, las condiciones en la 
que se están dando y las condiciones que afrontan las víctimas de despla-
zamiento en la ciudad. Se centran en la viabilidad de los procesos de re-
torno en situaciones de conflicto armado. Allí la autora sitúa los estudios 
que contraponen las causas del desplazamiento interno a las posibilidades 
actuales para generar procesos de retorno (Bello 2005; Bjorn 2000; Bradley 
2005; Cantor 2010; Pérez 2005; citados por Garzón 2011a).

La cuarta corresponde al estudio de la construcción, evaluación y ejecu-
ción de políticas públicas asociadas a la atención de la población retornada. 
Estas investigaciones coinciden en señalar la importancia del desarrollo de 
una agenda humanitaria que garantice la seguridad de la población y el ac-
ceso a una vida digna, lo que evidencia la necesidad de restablecer lazos de 
confianza entre el Estado y la ciudadanía en situación de desplazamiento 
interno o que ha tenido que migrar hacia otros países, pues con la situación 
de expulsión forzada el pacto social establecido entre ciudadanos-Estado se 
rompió. Otro punto de interés en estos estudios es el peso que se le otorga 
a la voluntad política de los gobernantes, por ser responsables de construir 
agendas políticas y normativas que viabilicen los procesos de retorno. Como 
último punto para resaltar está el llamado de atención constante de estos 
estudios hacia la identificación y modificación de las causas que produje-
ron la violencia y con ello los procesos migratorios o de desplazamiento in-
terno (Acnur e International Crisis Group 1998 y 2002; Caicedo et al. 2006; 
Cantor 2010; Chávez y Falla 2005; Forced Migrations Review 2005; Ibáñez 
2009; Zapater 2003; citados por Garzón 2011a).

De acuerdo con el informe del Grupo de Memoria Histórica (gmh) 
¡Basta Ya!: Colombia: Memorias de Guerra y Dignidad (cnmh 2013), la ne-
cesidad del retorno es constante pese a las dificultades que representa el re-
greso. Algunas de ellas —también referenciadas por las comunidades de 
Sendo, Machado y La Meseta—  son: la tensión dentro de los hogares por 
la decisión de partida y de retorno; la ausencia de acciones efectivas y con-
sistentes de reparación que les lleva a un progresivo deterioro de la calidad 
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de vida, tal es el caso de los proyectos productivos que se convierten en in-
versiones fracasadas y por el contrario generan frustración en las familias 
y comunidades, así como falta de credibilidad frente a lo institucional; la 
falta de justicia e ineficacia que se traduce en impunidad de los hechos vic-
timizantes; las sospechas y estigmatizaciones; los sentimientos de ansiedad, 
desespero y aburrimiento que sobresalen en los testimonios de sobrevivien-
tes por cuanto “el espacio habitado no solo funciona como lugar de desa-
rrollo social, sino como lugar de desarrollo identitario” (cnmh 2013, 298).

Este panorama normativo, institucional y académico abarca gran parte 
de las disposiciones, dinámicas, morfologías y configuraciones del retorno 
en nuestro país. Sin embargo, para concluir este apartado, queremos llamar 
la atención sobre el lugar que ocupa el retorno como categoría conceptual 
en la literatura acá presentada.

En los textos consultados, los autores no problematizan la categoría de 
retorno, su origen disciplinar ni las realidades que se crean para dar cuenta 
de todos sus marcos y disposiciones. Estas se “dan por descontado”. Efecti-
vamente, es una categoría que moviliza todo un aparato retórico-operativo 
del Estado, funcional en términos prácticos para administrar una realidad 
social, para dotar de instrumentos de ejecución a la política pública. A par-
tir de allí el Estado ha construido un modelo organizacional representado 
en un aparato administrativo encargado de operativizar la Ley y, desde el 
que, como se evidencia en este apartado, se alcanza a llegar a un número 
significativo de comunidades que vivieron el retorno.

Sin embargo, es tan complejo este campo jurídico que su aplicación e in-
tervención se vuelve un tema de expertos y de burócratas que cada vez más 
se alejan de los marcos comprensivos de las personas que viven el retorno. 
Además, se puede entrever que el recurso económico —escaso o no—  del 
que dispone el Estado para dar respuesta a las familias que viven el retorno, 
se diluye en la cotidianidad institucional responsable de operativizarlo en 
aras de dar cuenta retóricamente de la transparencia, eficiencia y eficacia 
de la ejecución de la política, por encima de la efectividad de esta, léase esta 
última como alcanzar efectivamente el objetivo de la política.

Distinguir entre retorno, procesos de retorno y escenarios de retorno 
puede ser sugerente, en tanto que se puede: 1) capitalizar o potenciar el lu-
gar central que tienen las comunidades y las poblaciones en la resolución 
de sus problemáticas; 2) realizar lecturas más amplias, de tal modo que se 
involucren las apuestas de las comunidades, y menos lineales y ejecutivas; 
y 3) ponderar las relaciones colaborativas entre institución y comunidad 
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para que en el discurso de la garantía y restitución de derechos nos invo-
lucremos todos.

Conclusiones
Sin duda alguna, el país desde cada una de sus distintas instituciones ha 
adelantado acciones conducentes al restablecimiento de los derechos de las 
poblaciones víctimas del conflicto armado; sin embargo, cada vez más sur-
gen evidencias que demuestran cómo el conflicto desborda dichas acciones 
y ponen en tensión y en entredicho las políticas que a nivel nacional se for-
mulan y ejecutan. En este sentido, consideramos necesario que, adicional 
al esfuerzo institucional, las investigaciones y estudios realizados sobre el 
retorno no solo sean de carácter diagnóstico o evaluativo, sino que eviden-
cien las características y contextos de los actores que vivencian el desplaza-
miento-retorno para, desde allí, identificar potencialidades que permitan  
agenciar procesos con ellos. La tradición, la historia colectivizada, su arraigo 
al territorio, las redes tanto parentales como sociales y sus procesos organi-
zativos, son elementos estructurales y de larga duración que podrían en un 
momento dado contribuir para que las comunidades, paralelo a los apo-
yos institucionales, recobren y restauren sus sentidos y horizontes vitales.

Se reconoce la realización de acciones frente al retorno por parte de la 
ogpc, que redundaron en el análisis y seguimiento de la problemática del 
desplazamiento en la región desde el Observatorio para la Paz, y se concre-
taron en la gestión de procesos de retorno dados desde el 2001 como una 
estrategia institucional en aras de prevenir y atender el desplazamiento for-
zado. Sin embargo, persiste por parte de algunas comunidades el descono-
cimiento sobre sus derechos, la desconfianza o falta de legitimidad frente a 
las instituciones estatales y las limitadas apropiaciones presupuestales para 
atender de manera efectiva no solo la fase de atención humanitaria, sino el 
seguimiento y acompañamiento posterior.

A partir de los procesos de retorno señalados anteriormente, se debe 
asumir que el conflicto no es cuestión del pasado, antes bien, impregna y 
reconfigura los órdenes locales desde los cuales se debe o tiene que “vol-
ver a empezar después de”. En ese sentido, es necesario asumir el retorno 
no solo desde sus disposiciones jurídicas o desde su instrumentalización, 
en tanto conlleva una carga institucional muy fuerte y sus connotaciones 
cualitativas quedan soslayadas con argumentos en cifras que se resuelven 
con volver al lugar de donde alguna vez se salió obligadamente y cumplir 
con metas programáticas de planes, programas y proyectos sociales. Para 
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nuestro análisis consideramos no confinar el retorno solo a estadísticas y 
casos que mostrar, sino redimensionarlo como objeto de estudio desde ca-
tegorías como el territorio y el parentesco, para ir más allá de las dinámicas 
institucionales y situarlo de esta manera en una dinámica influyente en la 
recomposición de los órdenes locales, de la configuración socioterritorial y 
de la valoración de la organización social en ese después de, de tal forma que 
se pueda generar conocimiento situado, reconociendo las particularidades 
diferenciales de cada proceso.
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